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RESUMEN
Evento adverso es el daño relacionado directa-

mente con la actividad sanitaria, excluyendo, por tan-
to, las complicaciones propias del estado del pacien-
te. Dentro de esta categoría se incluye la mala praxis 
derivada de un diagnóstico tardío o erróneo. 

No siendo la medicina una ciencia exacta, fácil-
mente se comprende la importancia que, al respecto, 
cobra la relación entre profesional sanitario y pacien-
te -en términos de comunicación, información y con-
fianza- a la hora de garantizar la calidad y seguridad 
de la prestación sanitaria. Y es precisamente en este 
contexto en el que se inscribe el derecho a una segun-
da opinión médica.

El objetivo de la investigación es, entonces, ana-
lizar la cuestión desde dos perspectivas complemen-
tarias y novedosas en España. De una parte, la fun-
ción de disuasión (deterrence) de la responsabilidad 
civil, como instrumento de previsión y mejora; de 

otra, la salutogénesis, es decir, la promoción de una 
actitud proactiva en el cuidado de la salud por parte 
de los propios pacientes.

PALABRAS CLAVE
Responsabilidad sanitaria, autonomía del pacien-

te, segunda opinión médica, eventos adversos, diag-
nóstico erróneo, diagnóstico tardío, consentimiento 
informado, salutogénesis.

1. PROMOCIÓN ACTIVA DE LA SALUD: 
SALUTOGÉNESIS Y CONSENTIMIENTO IN-
FORMADO

En los últimos años se asiste a un cambio signi-
ficativo en materia de prestación de servicios sanita-
rios. Elemento esencial de esta evolución es la propia 
definición de salud, entendida ahora como estado de 
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completo bienestar físico, mental y social, y no so-
lamente la ausencia de afecciones o enfermedades.3

De forma paralela, se inicia un cambio de mo-
delo de las relaciones entre profesionales médico-
sanitarios y pacientes que afecta a todo el sistema 
sanitario. De una parte, se reconoce el derecho a la 
autonomía personal del paciente, como corolario de 
la dignidad humana y del respeto de los derechos y 
libertades fundamentales de la persona; de otra, se 
busca la promoción activa de la salud. 

En este sentido, la calidad y la seguridad de la 
prestación de servicios sanitarios incluye a día de 
hoy, necesariamente, la noción de consentimiento 
informado4. En efecto, solo un paciente debidamen-
te informado puede participar de forma consciente y 
activa en el cuidado propio de la salud y en el man-
tenimiento de un nivel adecuado de calidad de vida, 
con reflejo en aspectos como la toma de decisiones; e 
incidencia también en otros factores como la preven-
ción o la adherencia al tratamiento. En concreto, los 
pacientes activos e informados facilitan la atención 
personalizada, el empleo racional y eficiente de re-
cursos, y la consecución de un mayor grado de satis-
facción por la prestación sanitaria recibida.

En este contexto se empieza a generalizar el con-
cepto de salutogénesis, esto es, génesis de la salud. 
Esta perspectiva, alejándose de un enfoque exclusi-
vamente patológico, pone el acento en los elementos 
que contribuyen a la salud y al bienestar personal. 
Dichos elementos se ordenan distinguiendo entre 
Recursos Generales de Resistencia y el Sentido de 
Coherencia. Los primeros serían factores biológicos, 
materiales y psicosociales; entre ellos se menciona el 
conocimiento y el compromiso. Junto a estos facto-
res ha de tenerse en cuenta la capacidad de utilizarlos 
o sentido de coherencia, a su vez, compuesto por tres 
componentes clave: la comprensibilidad (componen-
te cognitivo), la manejabilidad (componente instru-
mental o de comportamiento) y la significatividad 
(componente motivacional).

3  Preámbulo de la Constitución de la Organización 
Mundial de la Salud, adoptada por la Conferencia Sanitaria 
Internacional, celebrada en Nueva York del 19 de junio al 
22 de julio de 1946 (Official Records of the World Health 
Organization, Nº 2, p. 100).

4  Como señala el art. 2.6º Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente 
y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica, todo profesional que interviene en 
la actividad asistencial está obligado no sólo a la correcta 
prestación de sus técnicas, sino al cumplimiento de los deberes 
de información y de documentación clínica, y al respeto de las 
decisiones adoptadas libre y voluntariamente por el paciente.

Esta aproximación encuentra encaje en la filoso-
fía de la Carta de Otawa (OMS, Primera Conferencia 
Internacional para la Promoción de la Salud, Ottawa, 
1986), en el contexto del respeto de los derechos hu-
manos y la participación activa en la procura del pro-
pio bienestar5. 

En España, aun sin hacer mención expresa del 
concepto, se puede comprobar el cambio de orienta-
ción que recoge, por ejemplo, la Exposición de Moti-
vos, punto I, de la Ley 16/2003 al señalar como nue-
vos retos para la organización del Sistema Nacional 
de Salud, la potenciación del papel de los usuarios 
como decisores.

Ahora bien, para la formación de opiniones y la 
adopción de decisiones bien fundamentadas resulta 
esencial la labor de los profesionales sanitarios orien-
tada, precisamente, a este propósito. 

En materia de consentimiento informado es habi-
tual, hasta el momento, hacer hincapié en los riesgos 
de la intervención o del tratamiento (cfr. art. 5 Con-
venio para la protección de los derechos humanos y 
la dignidad del ser humano con respecto a las aplica-
ciones de la Biología y la Medicina [Convenio relati-
vo a los derechos humanos y la biomedicina], hecho 
en Oviedo el 4 de abril de 1997, y arts. 4, 8 y 10 Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica). 

No obstante, debe llamarse la atención sobre 
la importancia del momento inicial, previo al trata-
miento o intervención; esto es, el diagnóstico. 

Un buen número de supuestos de eventos ad-
versos se producen, precisamente, en esta fase. La 
propia definición de evento adverso, como lesión re-
lacionada con la asistencia sanitaria, más que con las 
complicaciones de la enfermedad del paciente, 

5  De acuerdo con este documento, la promoción de la salud 
es el proceso de capacitar a las personas para que aumenten 
el control sobre su salud, y para que la mejoren. Para alcanzar 
un estado adecuado de bienestar físico, mental y social, un 
individuo o un grupo debe ser capaz de identificar y llevar a 
cabo unas aspiraciones, satisfacer unas necesidades y cambiar 
el entorno o adaptarse a él. La salud se contempla, pues, como 
un recurso para la vida cotidiana, no como el objetivo de la 
vida. La salud es un concepto positivo que enfatiza recursos 
sociales y personales, junto con capacidades físicas. Por tanto, 
la promoción de la salud no es simplemente responsabilidad 
del sector sanitario, sino que va más allá de los estilos de vida 
saludables para llegar al bienestar.
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incluye todos los aspectos de la atención, con men-
ción expresa del diagnóstico6.

Se suele hablar, al respecto, de diagnóstico erró-
neo o de diagnóstico tardío como supuestos de mala 
praxis, susceptibles de dar lugar a la consiguiente de-
claración de responsabilidad civil de los profesiona-
les médico-sanitarios. 

Desde esta perspectiva, resulta oportuno llamar 
la atención sobre la relevancia de la información 
referida a posibles alternativas terapéuticas o asis-
tenciales7. Piénsese sobre todo en el diagnóstico de 
enfermedades graves o de evolución desfavorable, 
cuando se recomienda un tratamiento o intervención 
agresivos o de alto riesgo. 

Entra aquí en juego el recurso a la segunda opi-
nión facultativa. En efecto, la medicina no es una 
ciencia exacta y resulta posible la diferencia de opi-
niones entre profesionales o la existencia de un aba-
nico de alternativas. 

Todo ello complica para el paciente el proceso 
de toma de decisiones y conlleva la consiguiente in-
quietud e incertidumbre. Fácilmente se comprende la 
importancia que, al respecto, cobra la relación entre 
profesional sanitario y paciente -en términos de co-
municación, información y confianza- a la hora de 
garantizar la calidad y seguridad de la prestación sa-
nitaria.

En este sentido, es posible observar cómo, en 
la práctica, la reclamación de responsabilidad civil 
por mala praxis derivada de error de diagnóstico va 
frecuentemente acompañada de la alegación de in-
cumplimiento del deber de información (vid. Infra, 
epígrafe 3). 

2. SEGUNDA OPINIÓN MÉDICA Y 
CONSENTIMIENTO INFORMADO

El derecho de los ciudadanos a la segunda opi-
nión facultativa sobre su proceso se contempla 

6  Vid. Joaquim Bañeres, Elisa Cavero, Lidia López, 
Carola Orrego, Rosa Suñol “Sistemas de registro y notificación 
de incidentes y eventos adversos”, Ministerio de Sanidad y 
Consumo (Agencia de Calidad del Sistema Nacional de Salud), 
p. 12. Disponible en http://www.msssi.gob.es/organizacion/sns/
planCalidadSNS/pdf/excelencia/opsc_sp3.pdf

7  Vid. sobre libre elección, art. 3 Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente 
y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica. 

expresamente en el art. 4 (Derechos en el conjunto 
del Sistema Nacional de Salud) letra a) de la Ley 
16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del 
Sistema Nacional de Salud. 

De mayor interés resulta, en mi opinión, su con-
figuración como garantía de calidad de las prestacio-
nes (Capítulo I De las prestaciones Sección 3.ª Ga-
rantías de las prestaciones). 

Dada la distribución de competencias entre las 
CC.AA. y el Estado, el art. 28 (Garantías de calidad 
y servicios de referencia) de la Ley 16/2003 se limi-
taba en su apartado 1º párrafo 2º a compeler a las ins-
tituciones asistenciales a velar por la adecuación de 
su organización para facilitar una segunda opinión. 

Pese a tratarse de un reconocimiento de corto al-
cance, merece destacarse la importancia y novedad 
del enfoque que introduce esta previsión estatal. De 
una parte, en general, por dibujar un nuevo contex-
to al que la prestación de servicios sanitarios debe 
adaptarse8; de otra, en particular, por diseñar el de-
recho a una segunda opinión médica no como un fin 
en sí mismo, sino como un instrumento para asegurar 
y mejorar la calidad de la prestación y humanizar la 
asistencia. En este sentido, ha de conjugarse calidad 
con seguridad y, por supuesto, no puede hablarse de 
calidad y de soluciones eficaces sin implicar a los pa-
cientes –y familiares- como actores, esto es, intervi-
nientes activos en el sistema, con pleno respecto a la 
autonomía de sus decisiones individuales. 

Obsérvese, además, que se contempla el catálogo 
de prestaciones como el conjunto de servicios pre-
ventivos, diagnósticos, terapéuticos, rehabilitadores 
y de promoción de la salud dirigidos a los ciudada-
nos, que se hacen efectivos a través de un conjunto de 
técnicas, tecnologías y procedimientos que integran 
la cartera de servicios. Ahora bien, en materia de ga-
rantías de la calidad y seguridad de las prestaciones 
sanitarias, se considera necesaria su extensión más 
allá del ámbito estricto del Sistema Nacional de Sa-
lud, a la totalidad del sistema sanitario, incluidos, por 
tanto, los centros y servicios privados (Exposición de 
Motivos, punto III).

8  Se reconoce, en concreto, que los profundos cambios 
culturales, tecnológicos y socioeconómicos acaecidos desde 
la entrada en vigor de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad, que afectan tanto a la manera de vivir como de 
enfermar, exigen una modernización y adaptación de la política 
sanitaria al nuevo entorno (vid. Exposición de Motivos, punto 
I, Ley 16/2003). 
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Ya con anterioridad, el Decreto Foral 241/1998, 
de 3 de agosto, de atención y seguimiento personali-
zados en la asistencia sanitaria especializada y elec-
ción de médico especialista por los médicos de aten-
ción primaria del Servicio Navarro de Salud, preveía 
el derecho a la segunda opinión médica. Ahora bien, 
se trataba de una regulación enfocada más hacia el 
profesional sanitario que hacia el paciente. 

En efecto, pese a que el propósito declarado de 
la norma es garantizar la atención y seguimiento per-
sonalizados, contribuyendo con ello a la mejora de 
la calidad asistencial, su objetivo principal es dotar 
a los médicos de atención primaria de los recursos 
precisos para acceder a la asistencia especializada, 
asegurando una correcta coordinación entre ambos 
niveles. Es en este contexto en el que se regula el 
derecho a la segunda opinión, de modo que la facul-
tad de solicitarla se atribuye al médico de atención 
primaria9.

Otras CC.AA. siguieron el ejemplo de Navarra10, 
correspondiendo la regulación más reciente a Gali-
cia; en concreto, la Ley 12/2013, de 9 de diciembre, 
de garantías de prestaciones sanitarias. 

Propiamente, ya existía una previsión al respecto 
en esta Comunidad Autónoma. En concreto, el art. 
133.1º t) de la Ley 7/2003, de 9 de diciembre, de Or-
denación Sanitaria de Galicia, establece el derecho 
de los ciudadanos y ciudadanas a una segunda opi-
nión médica con el objeto de fortalecer la relación 
médico-paciente y complementar las posibilidades 
de la atención sanitaria, en los términos que se esta-
blezcan reglamentariamente.

9  Conforme al art. 5 (Alcance) del Decreto foral 241/1998, 
será el médico de Atención Primaria quien podrá elegir al 
médico especialista al que desee dirigir la consulta; en esta 
decisión tomará en consideración el deseo expresado por el 
paciente. En un mismo episodio clínico el médico de Atención 
Primaria, a petición del paciente o por propia iniciativa, podrá 
indicar una nueva consulta con otro médico especialista de 
entre los asignados al centro, en caso de que existan causas que 
lo justifiquen; de nuevo será el médico de Atención Primaria 
quien podrá elegir entre los especialistas del Servicio Navarro 
de Salud-Osasunbidea.

10  Vid. Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía 
y Decreto 127/2003 de 13 de mayo por el que se establece 
el ejercicio del derecho a la segunda opinión médica en el 
Sistema Sanitario Público de Andalucía; Orden del Gobierno de 
Canarias de 28 de febrero de 2005, por la que se prueba la Carta 
de los Derechos y de los Deberes de los Pacientes y Usuarios 
Sanitarios y se regula su difusión; Decreto 125/2007, de 5 de 
junio, por el que se regula el ejercicio del derecho a obtener 
una segunda opinión médica del Departament de Salut de la 
Generalitat de Catalunya; Decreto 35/2010, de 9 de marzo, 
del Gobierno de Aragón, por el que se regula el ejercicio del 
derecho a la segunda opinión médica.

Esta disposición se desarrolló mediante Decreto 
205/2007, de 27 de septiembre, por el que se regula 
el derecho a la segunda opinión médica en el sistema 
sanitario público gallego11. 

Por su parte, la Ley de Galicia 8/2008, de 10 de 
julio, de salud de Galicia se limita a establecer como 
un derecho relacionado con la autonomía de decisión 
del usuario la segunda opinión médica. Ahora bien, 
interesa destacar que esta ley ya vincula expresamen-
te autonomía del paciente, consentimiento informado 
y derecho a segunda opinión médica12, manifestando 
como objetivo de esta fortalecer la relación médico-
paciente y complementar las posibilidades de la aten-
ción sanitaria. 

Esta previsión resulta plenamente coherente con 
la regulación del consentimiento informado. Así, el 
art. 4.1º (Derecho a la información asistencial) Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica, 
dispone, con carácter general, el derecho de los pa-
cientes a conocer, con motivo de cualquier actuación 
en el ámbito de su salud, toda la información dispo-
nible sobre la misma. Igualmente, entre los princi-
pios básicos de esta ley, se encuentra el derecho del 
paciente o usuario a decidir libremente, después de 
recibir la información adecuada, entre las opciones 
clínicas disponibles (art. 2.3º).

De manera expresa, la Ley gallega 3/2001, de 28 
de mayo, reguladora del consentimiento informado y 

11  Vid. disposición transitoria única (Vigencia de la 
normativa reglamentaria actual) Ley 12/2013, según la cual, 
en tanto no se elabore la normativa de desarrollo de la garantía 
de tiempo máximo de acceso y de la garantía del derecho a la 
segunda opinión médica, permanecerán en vigor el Decreto 
104/2005, de 6 de mayo, de garantías de tiempos máximos de 
espera en la atención sanitaria, y el Decreto 205/2007, de 27 de 
septiembre, por el que se regula el derecho a la segunda opinión 
médica en el sistema sanitario público gallego.

12  Cfr. art. 8 (Derechos relacionados con la autonomía de 
decisión) Ley 8/2008, según el cual, son derechos relacionados 
con la autonomía de decisión: el derecho a que se solicite 
consentimiento informado; el derecho a la libre elección entre 
las opciones que le presente el responsable médico de su caso 
y a rechazar el tratamiento, sin perjuicio de que el o la paciente 
pueda recibir otros tratamientos alternativos, curativos o 
paliativos y sanitarios; el derecho a otorgar el consentimiento 
por sustitución y a manifestar sus instrucciones previas; el 
derecho a elegir médico; y por supuesto, el derecho a una 
segunda opinión médica, incluyendo el derecho a disponer de 
los tejidos y muestras biológicas que provienen de biopsias 
o extracciones en su proceso asistencial, con la finalidad 
de conseguir una segunda opinión médica y garantizar la 
continuidad asistencial. Vid. también art. 1 (Objeto y ámbito 
de aplicación) Ley 12/2013, de 9 de diciembre, de garantías de 
prestaciones sanitarias de la Comunidad Autónoma de Galicia.
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de la historia clínica de los pacientes, en su art. 8.5º 
(Características de la información previa al consen-
timiento), establece que la información deberá incluir 
las alternativas razonables al procedimiento.

A diferencia del caso navarro, en Galicia se cir-
cunscribe el derecho a la segunda opinión a situa-
ciones graves (diagnóstico de una enfermedad de 
pronóstico fatal o incurable, o que comprometa gra-
vemente la calidad de vida) y se introduce un factor 
temporal con la exigencia de que se realice en un pla-
zo corto. De acuerdo con las consideraciones ante-
riores, cambia también la perspectiva al configurarse 
propiamente como un derecho del paciente siendo 
este el legitimado para solicitarlo. 

Por tanto, de acuerdo con la normativa gallega, se 
entiende por segunda opinión médica el informe fa-
cultativo emitido como consecuencia de la solicitud 
realizada por el usuario del sistema sanitario público 
gallego, con la finalidad de contrastar un primer diag-
nóstico completo o propuesta terapéutica y facilitarle 
al paciente, en su caso, mayor información para de-
cidir entre las opciones clínicas disponibles (art. 1.2º 
Objeto Decreto 205/2007). Como aclara el art. 3 e) 
(Definiciones) de la Ley 12/2013, en este informe ha 
de constar el diagnóstico o la propuesta terapéutica 
de un paciente y ha de ser realizado por un profesio-
nal diferente del que emitió el primer diagnóstico o 
propuesta terapéutica. 

Esta definición evidencia claramente la relación 
con el consentimiento informado; en este sentido, no 
tendrá la consideración de segunda opinión médica 
la continuidad de estudios médicos en otro centro 
sanitario o la realización de pruebas o informes in-
dicados por el facultativo encargado del tratamiento 
(art. 16.2º Exclusiones Ley 1272013; art. 1.3º Decre-
to 205/2007)13.

En efecto, emitido el informe de segunda opi-
nión, se garantizará al paciente la atención clínica 
que precise, conforme a la cartera de servicios del 

13  En este sentido, se dispone que el derecho a la segunda 
opinión médica sólo se podrá ejercitar una vez en cada proceso 
asistencial y con el único objeto de contrastar un primer 
diagnóstico completo o indicación terapéutica, a los efectos de 
prestar una mejor asistencia sanitaria y facilitarle al paciente 
la información necesaria para decidir sobre su salud. De este 
modo, la segunda opinión médica no amparará solicitudes 
destinadas a la aportación de informes o certificados médicos 
a compañías aseguradoras, mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, administración de justicia, y otras 
administraciones públicas o personas físicas o jurídicas con 
fines distintos a los asistenciales (arts. 16.1º 17.3º Ley 12/2013; 
art. 4. 2º y 3º Procesos con garantía de segunda opinión Decreto 
205/20072). 

sistema sanitario gallego y teniendo en cuenta su de-
recho a decidir libremente, tras recibir la información 
adecuada, entre las opciones clínicas o terapéuticas 
disponibles (art. 19.1º Garantía de atención clínica 
Ley 12/2013; art. 9.1º Garantía de la segunda opi-
nión médica; cfr. art. 3.1º Ley gallega 3/2001, de 28 
de mayo, reguladora del consentimiento informado y 
de la historia clínica de los pacientes).

Como se dijo, el derecho a pedir la segunda opi-
nión médica corresponde al paciente como titular del 
derecho al consentimiento informado. Puede darse el 
caso de que el paciente no se encuentre capacitado 
para el ejercicio del derecho, en ese caso, se atribuye 
la legitimación a otras personas, distinguiendo va-
rias hipótesis (art. 17 Ejercicio del derecho a pedir 
una segunda opinión Ley 12/2013; art 3 Personas 
legitimadas para pedir la segunda opinión Decreto 
205/2007; cfr. art. 5.1º Decreto 205/2007; cfr. art. 9 
Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora 
de la autonomía del paciente y de derechos y obliga-
ciones en materia de información y documentación 
clínica; art. 6 Ley gallega 3/2001, de 28 de mayo, 
reguladora del consentimiento informado y de la his-
toria clínica de los pacientes). 

Si se trata de personas usuarias legalmente ca-
pacitadas y con dieciséis años de edad cumplidos, el 
ejercicio del derecho les corresponde a estas perso-
nas individualmente consideradas como titulares del 
derecho.

Cuando el paciente menor de edad no sea capaz 
intelectual ni emocionalmente de comprender, el de-
recho lo ejercerá el representante legal del menor, 
oída la opinión de éste si tiene doce años cumplidos. 
Hay que entender que se trata de menores de dieci-
séis años. 

Cuando el paciente esté circunstancialmente in-
capacitado para tomar decisiones, a criterio del mé-
dico que presta la asistencia, el ejercicio del derecho 
corresponderá a sus familiares o a las personas vin-
culadas de hecho al paciente. En el caso de familia-
res, se dará preferencia al cónyuge o, en su caso, a 
quien tenga la condición legal de pareja de hecho. En 
su defecto, a los familiares de grado más próximo y 
dentro del mismo grado a los que ejerzan de cuidado-
res o, a falta de éstos, a los de mayor edad.

Cuando el paciente esté incapacitado legalmen-
te, el ejercicio del derecho corresponderá a su repre-
sentante legal, acreditando de forma clara e inequí-
voca, en virtud de la correspondiente sentencia de 
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incapacitación, que está legalmente habilitado para 
tomar decisiones que afecten a la persona incapaci-
tada.

La intervención de estas personas distintas del 
paciente deberá ser adecuada a las circunstancias y 
proporcionada a las necesidades que sea necesario 
atender, a favor del paciente y con respeto de la dig-
nidad de éste, atendiendo siempre a criterios médicos 
objetivos.

Por otra parte, como también se apuntó, el dere-
cho a la segunda opinión médica se garantiza para 
los procesos de especial gravedad como son (art. 
15.2º Garantía de la segunda opinión médica Ley 
12/2013)14:

a) Enfermedades neoplásicas malignas.

b) Enfermedades neurológicas inflamatorias y 
degenerativas invalidantes.

c) Confirmación de diagnósticos de enfermedad 
rara, teniendo esta consideración aquella patolo-
gía con peligro de muerte o invalidez crónica y 
baja prevalencia, entendida como aquella infe-
rior a cinco casos por cada diez mil habitantes, 
incluidas las de origen genético.

Dada la vinculación de este derecho con la cali-
dad asistencial y la autonomía del paciente, se ha de 
poner también en relación con la libre elección de 
centro y especialista, de una parte, y con la garantía 
de plazos máximos de atención, de otra. 

En el primer sentido, el paciente podrá proponer 
un facultativo del sistema sanitario público gallego a 
los efectos de la emisión de la segunda opinión (art. 
5.4º Solicitud de la segunda opinión médica Decreto 
205/2007)15. Y emitida la segunda opinión médica, la 
atención sanitaria se llevará a cabo en el centro hos-
pitalario de origen si el segundo diagnóstico es con-
firmatorio del primero; en caso contrario, el paciente 

14  El art. 4 Procesos con garantía de segunda opinión 
Decreto 205/2007 respecto de las enfermedades neoplásicas 
malignas, excluye cánceres de piel que no sean el melanoma; 
e incluye las enfermedades graves con causa hereditaria 
claramente definida.

15  Se prevé que cuando el Servicio Gallego de Salud 
disponga de un único centro con disponibilidad en la especialidad 
correspondiente, o concurra otro motivo justificado que lo 
haga necesario, se podrá facilitar la obtención de una segunda 
opinión médica en centro concertado o en otro centro público 
de otra Comunidad Autónoma (art. 8.3º Consulta y emisión de 
la segunda opinión médica Decreto 205/2007; cfr. art. 15.3º y 
4º Ley 12/2013).

podrá optar por continuar siendo atendido, bien en 
el centro de origen según el diagnóstico o propuesta 
terapéutica inicial, o bien en el centro en el que se 
emitiese la segunda opinión médica, de acuerdo, en 
este caso, con el diagnóstico o propuesta terapéutica 
del informe de segunda opinión (art. 9.2º Garantía de 
la segunda opinión médica Decreto 205/2007).

En cuanto al respeto de plazos máximos de aten-
ción, se prevé que la solicitud de segunda opinión 
médica deba presentarse dentro del plazo de un mes 
desde el primer diagnóstico o propuesta terapéutica 
(art. 5.3º Solicitud de la segunda opinión médica 
Decreto 205/2007). El plazo para la resolución de la 
solicitud de la segunda opinión médica será de diez 
días hábiles, a contar a partir de la solicitud, comu-
nicándose de forma fehaciente e inmediata al solici-
tante; transcurrido el plazo indicado sin que se haya 
emitido la resolución, se entenderá que esta es favo-
rable por silencio administrativo16. La emisión de la 
segunda opinión habrá de realizarse en el plazo de 
quince días hábiles, a contar a partir del siguiente al 
de emisión de la resolución, o, en caso de silencio, 
desde el día siguiente a aquel en que debería haber-
se resuelto expresamente la solicitud. El facultativo 
encargado de emitir la segunda opinión podrá solici-
tar, en función de la complejidad del asunto o de la 
documentación que se le transmita, una ampliación 
de hasta cinco días del plazo indicado; a su vez, este 
plazo puede suspenderse en caso de que fuese nece-
saria la práctica de nuevas pruebas diagnósticas (art. 
18 Autorización y emisión de la segunda opinión mé-
dica Ley 12/2013)17. 

3. ERROR DE DIAGNÓSTICO, 
DIAGNÓSTICO TARDÍO, SEGUNDA OPINIÓN 
MÉDICA Y RESPONSABILIDAD CIVIL

Como se apuntó, junto a la función indemniza-
toria o de resarcimiento del daño, la responsabilidad 

16  El art. 7.1º Resolución Decreto 205/2007 disponía 
que la gerencia del área sanitaria o la dirección provincial 
correspondiente resolverían, previo informe del Servicio de 
Inspección Sanitaria, sobre la solicitud en el plazo máximo de 
un mes.

17  De nuevo, la ley mejora los plazos previstos 
reglamentariamente; así, el art. 8.2º y 4º Consulta y emisión 
de la segunda opinión médica Decreto 205/2007, establecía, 
siendo la resolución favorable, que cuando así se hiciese constar 
en la solicitud, la consulta tendría lugar en un plazo máximo de 
15 días hábiles contados a partir de la recepción de la solicitud 
en el centro designado; a su vez, el plazo para la emisión de la 
segunda opinión sería de quince días, contados a partir de la 
consulta o de la recepción de la documentación correspondiente 
al paciente.
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civil juega un papel esencial en la reprobación de 
conductas o resultados; a ello se une la prevención 
y la expresión o promoción de unos valores y actua-
ciones (deterrence). En este sentido, el régimen de 
responsabilidad civil puede contribuir a la consecu-
ción de un nivel adecuado de calidad y seguridad en 
la prestación de servicios sanitarios. Así lo demuestra 
el examen de la jurisprudencia recaída al respecto en 
España.

Lógicamente, un diagnóstico erróneo se materia-
liza en una información errónea que priva al paciente 
de su derecho a la autodeterminación [vid. STS (Sala 
de lo Civil), 31 mayo 2011 (RJ 2011\4000)].

Igualmente, los tribunales han entendido que la 
incertidumbre ante un diagnóstico no definitivo y 
la gravedad de sus consecuencias -en el caso con-
creto se trataba de una amputación-, unido a un re-
traso injustificado en la asistencia, hacen razonable 
la búsqueda por el paciente de una segunda opinión 
médica [STSJ Asturias (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 1ª), 29 octubre2010 (JUR 
2011\109503)].

Por lo que se refiere a la apreciación de respon-
sabilidad civil en materia de error de diagnóstico, es 
habitual que los tribunales exijan el agotamiento de 
los medios que la ciencia médica pone a su alcan-
ce para determinar la patología correcta cuando era 
posible hacerlo [vid. SSTS (Sala de lo Civil), 10 di-
ciembre 2010 (RJ 2011\137) y 30 marzo 2012 (RJ 
2012\4529)].

Específicamente, en relación con el consenti-
miento informado, se ha señalado que la elaboración 
de un diagnóstico y la prescripción del correspon-
diente tratamiento no permiten obviar la necesaria 
y debida explicación de otras alternativas posibles 
y razonables; de modo que esta omisión supo-
ne incumplimiento del deber de información [vid. 
SAP Valladolid (Sección 3ª), 13 marzo 2007 (JUR 
2007\264772)].

Ahora bien, en el enjuiciamiento de la responsa-
bilidad ha de tenerse en cuenta también la actuación 
del propio paciente. De modo que la falta de revela-
ción al personal médico-sanitario de toda la informa-
ción necesaria, ocultando una segunda opinión soli-
citada en otro centro, puede ser tenida en cuenta para 
desestimar la reclamación de responsabilidad [SAP 
Barcelona (Sección 19ª), 29 septiembre 2004 (JUR 
2004\286403)].

De manera semejante, puede suceder que la so-
licitud de una segunda opinión médica dé lugar al 
retraso en la fijación del diagnóstico definitivo y el 
consiguiente retraso en el tratamiento; riesgo que de-
berá valorar y ponderar, debidamente informado, el 
propio paciente a la vista de las circunstancias del 
caso concreto [vid. STS (Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo), 19 junio 2008 (RJ 2008\6477)].
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